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EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL - NATURALEZA Y ALCANCE DE LA ACCIÓN

“En doctrina y jurisprudencia no se ha acordado con precisión cuál es la naturaleza y alcance de la acción que la ley 23551 autoriza para pedir la exclusión de la garantía sindical.

Estudia Bof  ("Acciones tutelares de la libertad sindical", págs. 162 y s.s.) cuales son las posiciones al respecto: a) la acción de exclusión de tutela es de naturaleza cautelar; b) es una acción autónoma y de conocimiento que analiza la cuestión de fondo pero con un debate limitado a establecer si la conducta del empleador no lesiona la libertad sindical tutelada; y c) acción autónoma y de conocimiento, mas incluyendo el debate tanto la cuestión sindical como la contractual, referida -esta última- a las medidas a aplicar por el empleador.

Tras formular una razonada crítica a las dos primeras corrientes de opinión -las que, vale aclarar, se sustentan en la aparente mayor protección que acarrean para el trabajador- se enrola decididamente en la tercera, destacando la necesidad de que en la demanda el actor especifique con claridad y precisión la medida que dispondrá; y pone énfasis en que "...la protección gremial...cede ante la justa causa y -de allí- que es preciso que la cuestión contractual y sindical sean tratadas simultáneamente antes de levantar la tutela...". Aclara, por lo demás, que el "carácter preventivo" del proceso de exclusión de tutela no implica una acción previa o cuestión prejudicial, sino que "...significa contar con un sistema que evite o impida la ejecución de actos u omisiones que importen un desconocimiento o ataque a la libertad sindical, previniendo de este modo que el empleador pudiera disponer medidas contractuales que estén encubriendo comportamientos antisindicales...".

Néstor Corte -por su lado- afirma que condicionar la validez del despido del sujeto protegido por la tutela sindical a la previa acreditación por parte del empleador, de la existencia de justas causas que legitiman la medida que se propone adoptar es una técnica que responde, además, a las exigencias prácticas de la tutela ("El modelo sindical argentino", pág. 487).

Por su parte, José Daniel Machado adhiere a la segunda. Concretamente dice que es claro que la acción de exclusión de tutela opera en resguardo del interés colectivo, no constituyendo la estabilidad un fuero ni privilegio personal sino una condición de posibilidad de la función representativa. Su objeto, por tanto, es exclusivamente el mantenimiento o no de dichos "status", que pasa por el juzgamiento de si han mediado incumplimientos que, por su veracidad y gravedad, hagan conveniente la plena restitución de las facultades disciplinarias del empleador y permitan tener certeza de no estar ante una represalia o sanción ligada al ejercicio regular del cargo o función. Ello no empece que, ya despojado de su protección especial, el trabajador, en resguardo de su interés personal, promueva luego juicio tendente al cobro de los créditos que como dependiente "común" le asisten, sea por contar con mejores pruebas que las analizadas en el "desafuero", sea por considerar que si bien la medida no ha guardado relación alguna con el ejercicio del cargo, ha sido igualmente desproporcionada (cfr. autor cit., en J.S. Nº 24).

Similar espectro de opiniones presenta la jurisprudencia sobre el tema.

Hay quienes sostienen -en franca minoría- que ni siquiera resulta necesario que el patrón anticipe qué medida pretende aplicar contra el trabajador protegido por la tutela sindical (C.Trab. San Francisco, Cba., "Valbo S.A. c. Mayorga", 19.09.1989, sumario Nº. R0003049 de la Secretaría de Informática; "Arcor c. Domínguez", 06.11.1989, sumario Nº R0003063 de la Secretaría de Informática).

En esa línea de pensamiento, afirman que la exclusión de la tutela constituye un proceso específico, del que surgirá si corresponde o no el desafuero con relación a una medida determinada a tomar por el empleador en atención a las circunstancias que hagan verosímil el planteo sometido a decisión sin que ello implique expedirse sobre la medida tanto en la calificación de los hechos como en su proporcionalidad con respecto a la ley laboral por lo que, en el proceso ordinario posterior, el afectado, al cuestionar la medida que fuera presupuesto de la exclusión puede reclamar la situación de garantía o la indemnización sustitutiva pertinente (C.Trab. San Francisco "Banco Bica C.L. c. Sticca", del 05. 07.1991, T. y S.S., 1993-907).

Dicha postura también es compartida por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en tanto juzga que la exclusión de la tutela sindical lo es al solo efecto de que el patrono adopte la medida invocada al demandar, asistiéndole recién entonces el derecho a efectivizarla previa comprobación judicial de las circunstancias que "prima facie" haga verosímil el planteo sometido a decisión sin que ello implique que dicha medida no pueda ser revisada en juicio posterior ("Antonucci y Bardi S.R.L. c. Medina" y "Olivera c. Bagley S.A.", ambos del 06.11.1991, T. y S.S. 1991-243; "Rocca c. Institutos Médicos S.A.", del 16.02.1993, en T. y S.S. 1993-848; "Vidal, Carlos A. y otros c. Municipalidad de Colón", LLBA, 1994-899 - DJBA, 147-7110).

La Suprema Corte de Justicia de Mendoza tiene dicho que cuando lo que debe juzgarse es la verosimilitud del hecho fundante de la exclusión de tutela sindical, debe dársele al dirigente sindical la oportunidad de ser oído al respecto, sin perder de vista la naturaleza del cargo que desempeña (S.C.Mendoza, Sala II, junio 14-993 "Bodegas y Viñedos Peñaflor S.A. c. Gatica, Abundio E.", RF. Cuyo, 1994-12-52); que la exclusión de la tutela sindical es de naturaleza precautoria, ya que la decisión se apoya en la verosimilitud de los hechos imputados al delegado, y en el de la justa causa pretendida. El delegado puede discutir luego los hechos y la causa invocada ("Pedro López e hijos S.A. en: Fernández, Miguel c. Pedro López e hijos S.A.",21.10.1992, S.232. f. 073).

Otros tribunales entienden que la sentencia que se dicta en el juicio sumarísimo de exclusión es definitiva, sin que por el análisis de los hechos que le sirven de fundamento se esté anticipando un pronunciamiento sobre la procedencia o no de la sanción que pueda imponerse a los trabajadores si son excluidos, materia que, llegado el caso, debe ser resuelta en el juicio que pueda promoverse para atacar la eventual sanción. En dicho juicio posterior deviene abstracta cualquier discusión en punto a la exclusión, pero no en cuanto a la justicia o no de la posible sanción (S.T. Jujuy "Ingenio Ledesma c. Singh y otros", del 30.06.1993, en T. y S.S., 1993-859); que el juicio sumarísimo de exclusión de tutela sindical no permite tratar la procedencia de la sanción que se pretende aplicar (T.Trab. Nº 2, San Isidro, 31.07.1990, DT, 1991-A-1021); y ello así porque el proceso de exclusión de tutela sindical tiene el alcance de un "antejuicio" que permite al empleador aplicar las medidas emergentes de sus potestades disciplinarias y de dirección sin incurrir en prácticas antisindicales; en dicho juicio el juzgador debe determinar la "verosimilitud" de la justa causa invocada por el empleador, sin agotar el tema acerca de su "certeza" que será objeto de un juicio ordinario posterior (C.A.T., Concepción del Uruguay, "Establecimiento Metalúrgico Colón S.A. c. Camejo", 09.05.1992, sumario Nº I0000715 de la Secretaría de Informática); y que la acción de exclusión hace cosa juzgada respecto de su preciso objeto, que no es otro que remover un impedimento legal obstativo de la eficacia del despido y que, caso de prosperar, coloca al representante en idéntica situación que cualquier otro trabajador. Es decir que, por una parte, no lo habilita a reclamar posteriormente como si tal resolución no existiera; y, por la otra, no le inhibe de acceder a un debate causal pleno sobre la justificación del distracto o la medida que el empleador adopte a su respecto (C.A.L. Santa Fe, Sala II "Romero c. Nueva Línea 10 S.R.L.", del 01.08.1995).

Finalmente, los hay quienes juzgan que la sentencia dictada en juicio de exclusión de tutela contiene un pronunciamiento "...sobre los hechos y sobre la existencia de justa causa de despido, suspensión o modificación de condiciones de trabajo, que posee los alcances de la cosa juzgada material y es irreversible en juicio posterior..."; el pronunciamiento debe ajustarse, para decidir sobre la existencia de justa causa, a la calificación de los hechos probados con respecto a la medida concreta propuesta por el empleador, lo que supone la emisión de un juicio de proporcionalidad (C.N.A.T., S., VI, 08.11.88, D.T. 1989-A-73, voto del Dr. Morando, al que -en lo sustancial- adhirió el Dr. Fernández Madrid).

En análoga tesitura se ha dicho que el juicio de exclusión de tutela es una propuesta (de despido, en el caso) que solo habrá de perfeccionarse si el Tribunal la habilita, verificadas las conductas reprochadas y su encuadramiento legal (C.N.A.T., S., II, 05.11.1993, T. y S.S., T. XXI, pág. 496); y que el empleador solo puede acreditar que la medida propuesta tiene justa causa en el respectivo proceso de exención de tutela (T.Trab. Nº 1, B. Blanca, 11.08.1994, LLBA, 1994-908); que el juicio de exclusión de tutela, aunque se adopte en proceso sumarísimo, no constituye una medida cautelar sino una decisión de carácter pleno y definitivo. Entendida de tal modo, la decisión que allí se adopte hace cosa juzgada respecto de dos cuestiones: una de hecho, relativa a la conducta atribuida al trabajador y otra jurídica, la proporcionalidad entre aquella y la medida adoptada (C.N.A.T. Sala III, "Trejo c. Centro Gallego de Buenos Aires", D.T. 1994-1182; C.N.A.T. Sala II "La Vecinal de La Matanza S.A. c. Palazzolo y otros", del 05.11.1993, T. y S.S. 1994-496).

Para sellar la breve recapitulación jurisprudencial "ut supra" efectuada cabe destacar que el más Alto Tribunal de la Nación ha descalificado constitucionalmente un fallo inferior -referido a exclusión de tutela sindical- por entender que al privar al apelante sin razones válidas, del procedimiento más abreviado impuesto expresamente en las normas sustanciales aplicables, se lesionó el derecho de aquel a obtener una rápida y eficaz decisión (C.S, S.39.XXIII, septiembre 3 de 1991, "Sade S.A.C.C.I.F.I.M. contra Avila, Oscar A.").

Otro pronunciamiento de la Corte de la Nación que conviene recordar es el dictado in re "Arte Gráfico Editorial Argentina S.A. contra Llonto, Pablo sobre Juicio sumarísimo", del 17 de marzo de 1998. En dicha causa, el máximo Órgano hizo excepción a la regla consagrada -desde siempre- en la materia en debate, cual es: que lo atinente a la interpretación y aplicación de las normas referentes a las asociaciones gremiales, constituyen cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas en principio a la instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad (Fallos: 275:548; 278:61; 300:381; 306:459 y 1699).

El apartamiento al principio sentado lo sustentó, entre otras consideraciones, en que la Cámara había desenfocado la materia llevada a sus estrados toda vez que, a pesar de admitir un comportamiento desleal del obrero, ordenó la reinstalación con más el pago de los salarios caídos por el lapso en que aquél estuvo suspendido y no desempeñó funciones mediante disposición judicial dictada en la medida cautelar, soslayando que el nudo de la discusión no giraba en torno de la legitimidad del despido sino de un pedido de exclusión de la tutela sindical. Concretamente, entendió configurada la tacha descalificante al juzgar que la decisión no había dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y a la normativa en la que se apoyó la pretensión.

Recapitulando: las opiniones dispares que depara el tema en análisis y, fundamentalmente, siguiendo la única pauta elaborada por la Corte nacional permite concluir que estamos en presencia de una cuestión de naturaleza fáctica, probatoria y de derecho común y, por ende, exenta -en principio- de revisión por la vía intentada ya que, compartiéndose o no la solución acordada por el Tribunal, el solo enrolarse tras la posición que estima necesario tratar conjuntamente la cuestión sindical y la contractual, no resulta suficiente para fundar un reproche de índole constitucional. Máxime, cuando las actuaciones obrantes en autos dan cuenta de la profusa prueba producida que impediría la cohonestación -prima facie- de una lesión al derecho de defensa de la perdidosa por debatirse en el proceso sumarísimo de exclusión de tutela la entidad de la falta que se pretende sancionar..... En conclusión, pues, los cuestionamientos de la quejosa reflejan tan solo su disconformidad con lo resuelto por la mayoría de la Sala en ejercicio de funciones propias, al interpretar el derecho aplicable al caso en orden a la naturaleza y alcance de la acción que la ley 23551 autoriza para pedir la exclusión de la garantía sindical y juzgar -a la luz de las pruebas producidas- que la actora no había acreditado la existencia de justa causa para el despido pretendido. De tal suerte, al margen del grado de acierto o error en que pudo incurrir el A quo, optó por un criterio exegético que no se advierte pueda ser tildado de arbitrario, ni de haber desbordado las posibilidades hermenéuticas aceptables que, desde ese punto de vista, ofrecía la normativa en cuestión, que hubiera marginado material probatorio decisivo para la solución de la causa, contradicho las constancias del expediente o que el veredicto carezca de suficiente motivación, de modo de autorizar la descalificación constitucional del pronunciamiento”.

